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las ayudas de emergencia social, o los fondos provenientes del programa 
de suministros vitales de la Junta de Andalucía, o bien destinando a tal 
fin el dinero de los fondos sociales o bolsas de ayuda constituidos por las 
empresas suministradoras.

Respecto de las facturas futuras, si se estima que la situación de pobreza 
hídrica no es coyuntural sino que va a mantenerse durante algún tiempo, 
debería aprobarse un plan que incluyese, en primer lugar, la tramitación de 
todas las bonificaciones de la tarifa que pudiesen corresponder a la persona 
usuaria por su pertenencia a alguno de los colectivos beneficiarios.

En segundo lugar, debería estudiarse la situación de la vivienda por si 
pudiesen adoptarse medidas para mejorar la eficiencia hídrica de la misma 
y convendría también valorar las pautas de consumo de la persona usuaria 
por si resultara necesario introducir criterios de ahorro y uso responsable 
del agua.

Por último, deberían estudiarse las posibilidades de pago reales de 
la persona usuaria y establecer un plan de financiación que podría implicar 
reducciones o exenciones en las tarifas durante el tiempo necesario, 
sometidas a un proceso de revisión periódica.

5.3. Mínimo vital como paradigma

Como venimos destacando a lo largo del presente Informe, el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas (en su 
sesión celebrada en Ginebra en noviembre de 2002) en su observación 
general núm. 15 afirmó que «El derecho humano al agua es el derecho 
de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y 
asequible para el uso personal y doméstico».

Por su parte, la Asamblea General de Naciones Unidas, en la Resolución 
64/292 de 28 de julio de 2010, reconoció que el derecho al agua potable y 
el saneamiento es un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la 
vida y de todos los derechos humanos.

Partiendo de este reconocimiento, la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) determinó que son necesarios entre 50 y 100 litros de agua por 
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persona al día para garantizar que se cubren las necesidades básicas y que 
no surgen grandes amenazas para la salud.

Nuestro ordenamiento jurídico no incluye aun un reconocimiento 
explícito del derecho humano al agua. No obstante, y pese a la falta de 
previsión expresa que reconozca este derecho, existen determinados 
artículos en la Constitución Española en los que puede entenderse incluido: 
el artículo 15 recoge el derecho fundamental a la vida y a la integridad física 
y moral, el artículo 43 reconoce el derecho a la protección de la salud o el 
artículo 45 explicita a su vez que todos los ciudadanos tienen el derecho a 
disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, 
así como el deber de conservarlo.

Partiendo de estas premisas viene desarrollándose en nuestro País 
desde hace tiempo un interesante debate acerca de la conveniencia o no 
de reconocer normativamente el derecho de las personas a un mínimo vital, 
esto es, a disponer de un número de litros de agua al día que le permitan 
satisfacer sus necesidades más básicas.

Como correlato a este debate discurre otro en el que se plantea si 
dicho mínimo vital debe ser reconocido a todas las personas sin distinción o 
sólo a aquellas que acrediten encontrarse en una situación de precariedad 
económica que les dificulta afrontar el pago del precio del suministro.

Como puede verse son dos debates que no difieren sustancialmente 
de los que actualmente se desarrollan en nuestra sociedad en torno a la 
llamada renta básica o renta de inserción.

Hasta no hace mucho tiempo este debate sobre el mínimo vital no 
dejaba de ser en nuestra Comunidad Autónoma un mero debate teórico, en 
el que partidarios y detractores disputaban sobre su oportunidad y eficacia. 
Sin embargo la situación cambió cuando la empresa Medina Global S.L., 
que abastece al municipio gaditano de Medina Sidonia, adoptó un acuerdo 
que posibilitó el reconocimiento a las personas en situación de precariedad 
económica del derecho a recibir de forma gratuita 100 litros de agua al día, 
es decir 3 m³ al mes.

A este primer reconocimiento del derecho a un mínimo vital se han 
ido sumando en los últimos tiempos otras empresas suministradoras tras 
acordarlo las entidades locales titulares del servicio.
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Tal es el caso del Ayuntamiento de Almería que acordó en abril de este 
mismo año la modificación de las ordenanzas reguladoras de las tasas por 
abastecimiento de agua, incluyendo la gratuidad de los consumos incluidos 
en el primer bloque tarifario -3 m³/mes/vivienda- a las familias en riesgo 
de exclusión social, entendiendo por tales aquellas en las que la renta per 
cápita de sus miembros no supere el 50% del IPREM.

También la empresa suministradora de Córdoba EMACSA ha acordado 
recientemente reconocer el derecho a recibir de forma gratuita 3 m³ de 
agua al mes a aquellas personas que carezcan de recursos económicos 
suficientes para cubrir sus necesidades básicas de subsistencia. Serán los 
servicios sociales los encargados de acreditar que se cumple este requisito. 
Decisión que se revisará cada 6 meses.

La última en incorporarse a este grupo ha sido la empresa sevillana 
ALJARAFESA, cuyo Consejo de Administración ha decidido reconocer el 
derecho a disponer de 3 m³ de agua al mes por persona, de forma gratuita, 
para personas con rentas inferiores al Ingreso Mínimo de Solidaridad de 
Andalucía (salario social).

Un caso peculiar es el de la Mancomunidad de Municipios del Campo 
de Gibraltar que acordó en mayo de 2015 reconocer a todos los usuarios del 
servicio de abastecimiento de agua una “bonificación general” consistente 
en una reducción del 10% del precio del primer bloque tarifario que, según 
señala el acuerdo, “equivalen a establecer 1,5 m³/trimestre/abonado del 
primer bloque de uso doméstico como derecho al agua de suministro social 
gratuito y garantizado”.

Como puede verse el ejemplo de Medina Sidonia está siendo seguido 
cada vez por más localidades que entienden necesario garantizar un mínimo 
vital en el suministro de agua a sus vecinos más desfavorecidos.

Una situación que puede hacerse extensiva a toda Andalucía si se hace 
efectiva la moción aprobada por el Parlamento de Andalucía el 23 de octubre 
de 2015 por unanimidad de todos los grupos que abogaba por realizar 
las «modificaciones legislativas pertinentes o desarrollos reglamentarios 
necesarios que aporten soluciones reales y efectivas a la pobreza hídrica. 
En este sentido resulta esencial prohibir los cortes de agua domésticos 
para aquellos colectivos que no pueden hacer frente a su pago, así como 
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asegurar un abastecimiento mínimo de entre 60 y 100 litros por persona y 
día en caso de impago justificado, en cumplimiento del derecho humano al 
agua establecido por la UNESCO».

En opinión de esta Institución el reconocimiento del derecho a un 
mínimo vital en el suministro de agua para las personas en situación de 
pobreza hídrica debería quedar recogido en la Ley de Aguas de Andalucía 
y resultar obligatoria su inclusión en todas las ordenanzas reguladoras del 
servicio de abastecimiento de agua.

La cantidad de suministro que debería quedar cubierta por ese derecho 
al mínimo vital debería ser de 100 litros por persona y día (3 m³ por persona 
y mes), adaptando así a la realidad social y nivel de desarrollo de nuestra 
Comunidad Autónoma los parámetros fijados por la OMS.

Los requisitos para determinar qué personas usuarias se encuentran 
en situación de pobreza hídrica y pueden, por tanto, ser beneficiarias de 
este derecho, hasta tanto no se encuentren regulados legalmente, deberían 
fijarse en las correspondientes ordenanzas reguladoras del servicio y  la 
acreditación de qué personas reúnen dichos requisitos debería corresponder 
a los servicios sociales y no a las empresas suministradoras.

5.4. Conclusiones

El agua es un derecho humano básico, por tanto, nadie debería verse 
privado del suministro de agua por razones económicas.

La Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas de Andalucía debería incluir 
el derecho de la ciudadanía a no verse privados del suministro de agua por 
razones económicas.

El previsto Reglamento de desarrollo de la Ley de Aguas debería 
incluir la prohibición de cortar el suministro de agua a aquellas personas que 
acrediten encontrarse en situación de pobreza hídrica por no poder hacer 
frente al pago del suministro.

Asimismo, debería regularse por norma legal o reglamentaria el 
derecho de las personas que acrediten encontrarse en situación de pobreza 


